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DERECHO DE PETICIÓN / CERTIFICACIÓN FACTORES SALARIALES / TRASLADO A LA AUTORIDAD COMPETENTE /OBLIGACIÓN DE RESPONDER LA SOLICITUD. “[N]o obstante habérsele dado traslado al Ministerio de Salud de la petición elevada por la actora desde julio 26 de 2016, a la fecha y como así se desprende de lo indicado por la accionante,  no le han dado respuesta alguna. (…) Ello amerita predicar que por parte del Ministerio de Salud y de la Protección Social,más concretamente por la Coordinación del Grupo Administración de Entidades Liquidadas, se ha omitido dar respuesta a la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN, dentro del ámbito de su competencia, del derecho de petición que la mismo elevó y por medio de los cuales pide se le expida certificado de los factores salariales de los últimos diez años de servicio (…) [E]n consecuencia se ordenará a la misma que dentro de las cuarenta y ocho (48) siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la solicitud elevada, de lo cual comunicará lo pertinente a esta Sala.”.
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de noviembre dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación N° 1096
                                                  Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN, por intermedio de apoderado, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Expresa el apoderado de la señora MURILLO MARÍN  que en julio 4 de 2016 elevó derechos de petición ante el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales -P.A.R.I.S.S.- y la Unidad de Gestión de Parafiscales -U.G.P.P.-, para que se le certificaran todos los factores salariales devengados en los últimos 10 años, así como copia de la Resolución 0025974 de junio 19 de 2007, y al respecto recibió oficio de la U.G.P.P. en julio 19 de 2016 donde le indican que la información requerida la debe entregar la dependencia para la cual prestó sus servicios; e igualmente en julio 26 de 2016 del P.A.R.I.S.S., se le comunicó que no son los encargados de emitir certificados laborales y por ende dieron traslado de su petición mediante oficio de esa misma fecha a la Coordinación del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y Protección Social, y en relación con la resolución reclamada requieren efectuar una revisión de la hoja de vida para adelantar la búsqueda y dar la información pertinente.

Manifiesta que por parte del P.A.R.I.S.S. y del Ministerio de la Protección Social no se le brindado respuesta a la solicitud reclamada desde julio 4 de 2016, por lo cual pide se protejan su derecho fundamental de petición.

3.- contradictorio

La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Ministerio de Salud y de la Protección Social, así como al  Director del P.A.R.I.S.S., e igualmente dispuso vincular a los Presidentes de FIDUAGRARIA S.A. y de la FIDUPREVISORA, dándose respuesta así:

- El apoderado Judicial en acciones de tutela del P.A.R.I.S.S. en Liquidación, en relación con el caso concreto, explica lo siguiente: (i) mediante oficio DDP-10112-7052 de noviembre 18 de 2016 enviado a la dirección reportada por la accionante, y al dar alcance al oficio HLA-10115.01669 de julio 26 de 2016, le informan que al efectuar revisión a su hoja de vida no se halló la resolución 0025974 de junio 19 de 2007, por lo cual se le solicita aportar información relacionada con dicho acto administrativo, como la seccional que la emitió o el asunto que decidió, para establecer la posibilidad de realizar una nueva revisión; (ii) el P.A.R.I.S.S. ha dado respuesta clara y de fondo a lo reclamado, por cuanto en primer lugar respecto a los certificados laborales se le informó que dicha petición se trasladó al Ministerio de Salud para que allí sea atendida y lo segundo, por cuanto a pesar de encontrarse su hoja de vida, no se halló la resolución pedida y no cuentan con mayor información relacionada con el mismo para su ubicación; (iii) lo anterior evidencia que la entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno; (iv) concluida la liquidación del I.S.S., FIDUPREVISORA solo estaba encargada de ejecutar las labores de entrega al P.A.R.I.S.S. y la representación de éste corresponde a FIDUAGRARIA, quien solo actuará como administrador y vocero, y (v) pide desvincular de este trámite al P.A.R.I.S.S. en Liquidación, a la FIDUAGRARIA y la FIDUPREVISORA y se ordene el archivo de la actuación.
- El Director Jurídico de la U.G.G.P. -no obstante no haber sido vinculada a la acción- informó que dicha entidad atendió en su oportunidad el reclamo de la actora, como así lo indicó la misma, y en consecuencia son el P.A.R.I.S.S. y el Ministerio de Salud, los que han omitido darle respuesta a su petición, por lo cual pide su desvinculación del trámite.

Por parte del Ministerio de Salud y de la Protección Social se guardó silencio dentro del término de traslado.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición de la solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso la pretensión de la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN radica en que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra el derecho de petición, como quiera que por parte del Ministerio de Salud y Protección Social, así como el P.A.R.I.S.S., no se le ha respondido la solicitud elevada en  julio 4 de 2016 donde pide la expedición del certificado de todos los factores salariales devengados durante sus últimos diez años de servicio, así como copia de la Resolución 0025974 de junio 19 de 2007, respecto de lo cual, aduce, no ha recibido respuesta alguna.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Del estudio de lo arrimado al dossier, en especial lo dicho por el apoderado del P.A.R.I.S.S. en Liquidación, se observa que en efecto la señora MURILLO MARÍN radicó petición en julio 5 de 2011, a la que se le dio respuesta inicialmente en julio 26 de 2016, en la cual se le indicó que en relación con la expedición de certificación de factores salariales, se procedió a dar traslado a la Coordinación del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas, Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social mediante Oficio HLA-10115.01668 de esa misma fecha, al no tener competencia para emitir la certificación aludida, y en relación con la copia de la Resolución 0025974 de junio 19 de 2007 debe efectuarse revisión a su hoja de vida, por lo que se pidió al Fondo Documental del extinto I.S.S. lo pertinente, por lo cual requiere un término de 30 días adicionales para responder al respecto.

Así mismo se aprecia que  con ocasión del trámite de la presente acción, por parte del P.A.R.I.S.S. en Liquidación se emitió el oficio DDP-10112-7052 de noviembre 18 de 2016, enviado a la dirección reportada por la accionante, esto es la de su abogado, en la cual le informan que si bien se halló su hoja de vida digitalizada, en ésta no se encontró la resolución pedida y por ende no es factible atender su reclamo, por lo que le piden suministre información relacionada con dicho acto administrativo, esto es, la seccional que la emitió, o el asunto que allí se decidió con miras a solicitar una nueva búsqueda del inventario del Fondo Documental Acumulado del I.S.S. .

Véase entonces que aunque la accionante refiere que no se le ha dado respuesta de fondo a su petición, lo que se aprecia es que  por parte del P.A.R.I.S.S. si le han comunicado lo pertinente, y si bien es evidente que lo allí decidido no consulta lo reclamado por la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN, ello lo es por cuanto dicha entidad no es la encargada de emitir el certificado de sus factores salariales, por no ser un asunto de su competencia como se desprende de lo informado en sede constitucional. Y en relación con la resolución que se pidió ésta no fue encontrada en su hoja de vida, por lo que deberá aportarles datos al respecto, de lo cual nada se arrimó a la presente acción, pese a que la actora es clara al indicar que la resolución 0025974 de junio 19 de 2007 le fue notificada  en octubre 23 de 2007, por lo que bien podría haber aportado copia, o al menos referir aspectos básicos de lo allí resuelto para procurar su búsqueda por parte del P.A.R.I.S.S.

Con ocasión de lo anterior, considera la Sala que contrario a lo esgrimido por la actora, el P.A.R.I.S.S. sí le dio respuesta a su requerimiento, pese a que la misma fue tardía, pues aunque inicialmente indicó que se tomaría 30 días hábiles para informarle lo pertinente, dicho lapso fue superado ostensiblemente y solo con ocasión de este trámite constitucional procedió a entregarle una comunicación al respecto. 
Por lo antes mencionado se debe concluir que en efecto le asistía razón a la accionante al aducir que por parte del P.A.R.I.S.S. se vulneró el derecho fundamental de petición reclamado, pero como quiera que a la hora de ahora dicha entidad complementó su inicial respuesta donde le expresaron que no tenían competencia para expedir los certificados laborales que reclama y posteriormente que no les fue posible ubicar el documento que pide, amén de la poca información aportada al respecto, tales situaciones conllevan a pregonar que nos encontramos ante la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado, en lo atinente a esa entidad, como así lo tiene decantado la jurisprudencia constitucional
.
Véase que de la respuesta dada por el P.A.R.I.S.S. al  verificar que no era el encargado de expedida las certificaciones de factores laborales de los últimos diez años, se procedió a dar traslado del requerimiento efectuado por la señora MURILLO MARÍN al Ministerio de Salud y de la Protección Social, más concretamente al Coordinador Grupo Administración de Entidades Liquidadas, mediante Oficio HLA-10115-01668 de julio 26 de 2016, el cual fue recibido y radicado al N° 201642301563152, sin que de éste hubiere recibido contestación alguna la actora, ni se hubieran dado las explicaciones pertinentes en sede de tutela, en tanto la accionada guardó absoluto silencio dentro del presente trámite constitucional.

Y es que el P.A.R.I.S.S. al estimar que no podía atender el requerimiento de la accionante procedió a dar aplicación a lo reglado en el canon 21 de la Ley 1755 de 2015, que textualmente dice: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente”.
En efecto, al revisar el Macroproceso de Gestión Jurídica, Proceso Administración de entidades liquidadas, cuyo líder es el Coordinador del Grupo Administración de Entidades Liquidadas -GAEL- del Ministerio de Salud, publicado en la página web
, se evidencia que entre diversas actividades de las que es responsable, se encuentra la de: “Expedir certificaciones laborales de tiempo de servicio y de factores salariales, para el trámite de pensión y bono pensional de los exservidores públicos de empresas y entidades liquidadas del sector, que hayan sido entregadas al Ministerio, así como certificaciones laborales, con cargo y funciones.”  

Pese a lo anterior y no obstante habérsele dado traslado al Ministerio de Salud de la petición elevada por la actora desde julio 26 de 2016, a la fecha y como así se desprende de lo indicado por la accionante,  no le han dado respuesta alguna, aunque dicha cartera debía cumplir el plazo al que alude el canon 14 de dicha norma, o en caso de no poder hacerlo dar aplicación a lo reglado en el parágrafo único de artículo que reza: “Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”. Situación ésta última que no ha tenido ocurrencia en el presente asunto.

Ello amerita predicar que por parte del Ministerio de Salud y de la Protección Social, más concretamente por la Coordinación del Grupo Administración de Entidades Liquidadas, se ha omitido dar respuesta a la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN, dentro del ámbito de su competencia,  del derecho de petición que la mismo elevó y por medio de los cuales pide se le expida certificado de los factores salariales de los últimos diez años de servicio, al parecer a órdenes del I.S.S., como se desprende de la información reportada por el P.A.R.I.S.S. en tanto de ello nada dijo la actora.

En síntesis, como quiera que la Sala observa que por parte de la referida entidad sí se ha vulnerado el derecho de petición de la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN en julio 4 de 2016, del cual se les dio traslado por el P.A.R.I.S.S. en julio 26 de 2016, la que quedó radicada al N° 201642301563152, se tutelará el amparo deprecado por ese específico aspecto, y en consecuencia se ordenará a la misma que dentro de las cuarenta y ocho (48) siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la solicitud elevada, de lo cual comunicará lo pertinente a esta Sala.

Como se desprende de lo allegado al dossier que por parte FIDUAGRARIA y FIDUPREVISORA no se quebrantó derecho fundamental alguno, se dispondrá su desvinculación de esta tutela, como igualmente se dispondrá respecto de la U.G.G.P. no obstante no haber sido atada a este trámite.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado a la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN por parte del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales -P.A.R.I.S.S.-  y el Ministerio de Salud y de la Protección Social, pero SE DECLARA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO por encontrarnos frente a un hecho superado en relación con la pretensión invocada en esta acción constitucional, frente al P.A.R.I.S.S. y por las razones aludidas en el cuerpo motivo de esta providencia.
SEGUNDO: SE ORDENA al Ministerio de Salud y de la Protección Social, por intermedio de la Coordinación del Grupo Administración de Entidades Liquidadas, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar a la señora LUZ AMPARO MURILLO MARÍN una respuesta de fondo a la solicitud que fue elevada en julio 4 de 2016 al P.A.R.I.S.S. y de la cual ésta les dio traslado en julio 26 de 2016.
TERCERO: Se desvincula del presente trámite a FIDUAGRARIA, FIDUPREVISORA y a la U.G.P.P. por las razones esgrimidas en la parte motiva de esta sentencia.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-727/10, se dijo: “cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]”


� https://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/AEL%20Administraci%C3%B3n%20de%20Entidades%20Liquidadas.pdf
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